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En forma paralela al proceso de democratización, la totali­
dad de los países de América Latina han experimentado 

frecuentes cambios constitucionales durante los últimos 30 
años. De 1978 a 2009, se han sancionado 16 nuevas constitu­
ciones. Con excepción de Costa Rica, México, Panamá, Repú­
blica Dominicana y Uruguay, los demás países de la región 
crearon al menos una nueva constitución durante ese periodo. 
Por otra parte, un total de 17 constituciones, tanto posteriores 
como anteriores a 1978, han sufrido reformas, en un promedio 
de ocho por constitución.

Si bien existen nuevas constituciones que reproducen el con­
tenido de las precedentes y reformas constitucionales que sólo 
cambian aspectos menores del sistema político, el proceso de 
reforma institucional en América Latina es importante no sólo 
desde un punto de vista cuantitativo sino también cualitativo. 
Tan sólo en la dimensión electoral y la de distribución de po­
deres entre Ejecutivo y legislativo, el proceso de cambio consti­
tucional en la región desde 1978 ha alterado reglas trascen­
dentales para el funcionamiento del régimen político como la 
fórmula para elegir Presidente, el término del mandato presiden­
cial, la reelección presidencial, el sistema para la elección de dipu­
tados, los ciclos electorales y la distribución de poderes de gobier­
no y legislativos entre Presidente y Congreso (Negretto, 2009).
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Aunque México ha conservado su Constitución histórica, 
vigente desde 1917, la reforma política no resulta nueva en el 
país. Basta recordar la larga serie de reformas electorales que se 
han implementado desde 1977, gran parte de las cuales se ins­
trumentaron mediante enmiendas a la Constitución Política. 
También se han dado importantes reformas constitucionales 
para modificar el sistema de administración electoral, la organi­
zación y poderes de la justicia, y la regulación de campañas 
electorales, entre otras. A diferencia de otros países de la región, 
México no ha experimentado, sin embargo, una reforma que 
altere simultáneamente distintas variables del funcionamiento 
del régimen político. Ésta es la novedad del debate actual sobre 
la reforma política en el país. 

Luego de diez años de iniciada la alternancia política en Mé­
xico, el Ejecutivo federal y los principales partidos han presenta­
do diversas iniciativas de reforma constitucional que, de adoptar­
se, podrían alterar varios aspectos centrales del funcionamiento 
del sistema político. Algunas propuestas son más ambiciosas 
que otras, pero en general plantean cambios en distintas dimen­
siones del régimen político, desde la fórmula para elegir Presi­
dente hasta la distribución de poderes entre ramas de gobierno, 
pasando por la incorporación de mecanismos de participación 
ciudadana. Precisamente por su novedad y su carácter compren­
sivo, esta reforma plantea para los ámbitos ciudadano y acadé­
mico la pregunta inmediata de cómo evaluar su impacto.

Existe una gran variedad de análisis acerca de los problemas 
políticos que enfrenta la democracia en México, de cuáles son 
las instituciones que crean o agravan esos problemas, y de las 
reformas que podrían resolverlos. Los diagnósticos y las pro­
puestas sobre el tema no sólo son variados sino muchas veces 
contradictorios. Para ejemplificar, ciertos partidos y actores 
políticos argumentan que el principal problema de la demo­
cracia en México radica en que, desde 1997, el Presidente care­
ce de mayorías en el Congreso y que por tanto una reforma 
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política debiera principalmente apuntar a otorgar mayorías 
institucionales al gobierno en turno. Otros, en cambio, consi­
deran que en México el pluralismo político es limitado y pro­
ponen en consecuencia hacer más incluyente el sistema electo­
ral ¿Cómo puede el ciudadano dirimir ante reclamos tan 
contradictorios?

Si pensamos a las reformas institucionales como un asunto 
que atañe exclusivamente a la clase política, se podría concluir 
que resulta irrelevante intentar evaluar críticamente a las mis­
mas. Las reformas  normalmente provienen de partidos y líde­
res políticos que actúan como juez y parte del sistema que es 
preciso cambiar. De esta manera, los diagnósticos y las pro­
puestas de reforma nunca resultan imparciales; todas buscan 
defender un interés partidario o una postura ideológica adop­
tada de antemano. Por otra parte, son los partidos los que en 
última instancia decidirán qué propuestas se aprueban y cuáles 
no. Siendo esto así, lo más razonable sería limitarnos a entender 
qué reformas son posibles de acuerdo con la posición de cada 
partido y con su poder de negociación.   

Sin embargo, una reforma institucional de gran alcance 
concierne no sólo a los políticos profesionales sino a cualquier 
ciudadano interesado en el funcionamiento de las instituciones 
y en la vida política del país. Desde la perspectiva del ciudada­
no, lo realmente importante de una reforma institucional no es 
su origen partidario sino el impacto que ésta pueda tener en el 
desempeño y la calidad del régimen democrático. Para evaluar 
más ampliamente este impacto, sin embargo, es necesario recu­
rrir a conceptos, teorías y datos empíricos que se hallan nor­
malmente ausentes en el debate público. Ésta es la contribu­
ción de quienes hemos participado en este libro: ofrecer 
herramientas de análisis para evaluar el impacto de una reforma 
política de una manera informada e imparcial.  

El presente libro reúne una colección de trabajos de académi­
cos expertos en instituciones políticas, quienes discuten las prin­
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cipales propuestas de reforma institucional planteadas por el go­
bierno y los partidos en México durante 2009 en materia 
electoral, equilibrio de poderes, sistema judicial, participación 
política y control de representantes. El objetivo no es elaborar 
una propuesta de reforma política. Los distintos autores expre­
san su acuerdo o desacuerdo con ciertas iniciativas, discuten al­
ternativas no consideradas o advierten sobre los posibles efectos 
inesperados de algunos cambios. Pero estos argumentos no deri­
van en un listado concreto de reformas a adoptar. El hilo con­
ductor de este libro, el punto de encuentro entre los distintos 
autores, es de carácter metodológico. En cada uno de los capítu­
los se hacen explícitos los valores democráticos que debe alcan­
zar la reforma en cada área, se discute el conocimiento compara­
do y nacional acerca de los efectos posibles de ciertas instituciones, 
se presenta un diagnóstico de las instituciones que requieren 
reforma en el país y, a la luz de los puntos precedentes, se evalúa 
en forma crítica los cambios institucionales propuestos por los 
partidos en México. Éstas son herramientas que ponemos a dis­
posición de cualquier persona interesada en estos temas. 

Límites y alcances de una reforma política

Quizás el primer punto a discutir para evaluar una reforma polí­
tica es definir los límites mismos del concepto. En forma genéri­
ca, reforma política refiere al reemplazo o modificación de una 
institución o conjunto de instituciones políticas. Esto puede 
abarcar desde el sistema electoral hasta la distribución de pode­
res entre ramas de gobierno, pasando por el sistema de dere­
chos, la regulación de partidos políticos o el financiamiento        
de campañas electorales. Dependiendo del área de que se trate, 
la reforma política puede implicar el reemplazo o reforma de la 
Constitución o bien un cambio en la legislación ordinaria.  

En tanto que siempre se refiere a un cambio de instituciones 
formales o legales, es poco realista esperar que una reforma po­
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lítica pueda resolver de manera directa ciertos problemas socia­
les y económicos que aquejan a los ciudadanos en las nuevas 
democracias de América Latina. La pobreza, la desigualdad so­
cial, la falta de crecimiento económico, el abuso de poder de las 
corporaciones económicas, la inseguridad pública y la corrup­
ción tienen generalmente origen en políticas públicas inade­
cuadas o en fallas estructurales del Estado. La calidad de las 
políticas públicas o la capacidad de un Estado depende de una 
complejidad de factores de los cuales las instituciones políticas 
formales son sólo una parte.  

Sin embargo, una reforma política puede afectar de forma 
más visible el desempeño y calidad de un régimen democrático. 
El desempeño de un régimen democrático depende de la capa­
cidad de los representantes para proveer políticas públicas, lo 
cual a su vez requiere de los incentivos que la Constitución pro­
vee para la cooperación entre ramas de gobierno. La calidad del 
régimen democrático está en función de que tanto las decisio­
nes de los representantes reflejan las preferencias del electorado 
y de los instrumentos que poseen los ciudadanos para hacer 
rendir cuentas a sus representantes. Esto se halla a su vez deter­
minado por el sistema electoral y por los mecanismos de parti­
cipación política que establece la Constitución. 

Sin duda, los resultados de una reforma institucional afec­
tan significativamente la vida política del país. Existe una per­
cepción generalizada en México, tanto en los medios de comu­
nicación como en la opinión pública, de que el sistema político 
no funciona adecuadamente, que las políticas públicas que el 
país requiere han sido postergadas y que la clase política sólo 
defiende sus privilegios sin atender a los reclamos del electo­
rado. Las propuestas de reforma política presentadas por el go­
bierno y los partidos desde fines de 2009 buscan en gran medi­
da cambiar esta percepción. Si el cambio es acertado, la reforma 
podría disminuir la insatisfacción social que hoy genera el sis­
tema político en México. Si no, mantendría las disfunciona­
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lidades actuales del sistema y en el peor de los casos contribuiría 
aún más a la desilusión ciudadana con la política. Precisamente 
porque estos efectos son relevantes, es necesario que una pro­
puesta de reforma pueda pasar una evaluación crítica en la que 
se cuestione la razonabilidad de los valores que pretende alcan­
zar y la relación causal entre los cambios propuestos y la realiza­
ción de esos valores.  

Criterios de evaluación: normativos y empíricos

La evaluación de cualquier iniciativa de reforma política invo­
lucra necesariamente criterios normativos (o valorativos) y em­
píricos. El problema, sin embargo, estriba en que estos criterios 
no siempre se hacen explícitos, lo cual además de generar con­
fusión, también facilita la manipulación del debate para soste­
ner posiciones tomadas de antemano.  

Generalmente, el argumento para llevar a cabo una reforma, 
se centra en el supuesto de que el sistema político carece de al­
guna institución fundamental o que alguna de las instituciones 
que lo componen es disfuncional y es por tanto necesario refor­
marla. De igual forma, toda vez que se propone una reforma se 
asume que las nuevas reglas van a producir algún tipo de efecto 
deseable para el funcionamiento del sistema político en su con­
junto. Cualquier evaluación acerca del funcionamiento actual 
de las instituciones políticas y de los efectos que produciría una 
cierta reforma, implica un juicio de carácter empírico. Por otra 
parte, determinar cuáles son los efectos deseables de las institu­
ciones es un tema valorativo. Estos juicios muchas veces per­
manecen implícitos en las argumentaciones de quienes apoyan 
y quienes rechazan cierta reforma. 

Tomemos el caso de la reelección consecutiva de legisladores 
en México. Uno de los argumentos en favor es que la ausencia 
de reelección legislativa obstaculiza una carrera legislativa de 
largo plazo. En contra se argumenta que la reelección genera 
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oligarquías políticas puesto que otorga ventajas a quienes ya 
poseen el cargo para perpetuarse en el poder.

En uno y otro caso se está suponiendo que al ser posible la 
reelección consecutiva, la mayor parte de los legisladores bus­
caría la reelección y que, al hacerlo, tendrían éxito. Pero ésta es 
una suposición que no necesariamente se comprueba en el 
análisis comparado. En promedio, sólo una minoría de legis­
ladores continúa en sus cargos en América Latina, aun cuando 
se permite la reelección indefinida. Esto es así porque muchos 
encuentran más atractivo continuar su carrera política en el 
ámbito local o en la administración federal y porque sólo algu­
nos de los que buscan la reelección efectivamente lo consi­
guen. 

Por otra parte, es frecuente que, de un efecto meramente 
supuesto, se derive la realización de valores que se presentan 
como antagónicos. Mientras que quienes están a favor de la 
reelección argumentan que la continuidad de los legisladores 
en los cargos permite profesionalizar la carrera legislativa, otros 
la rechazan por considerar que esta continuidad impide la reno­
vación de los planteles políticos y la alternancia. Sin embargo, 
no queda claro que tener un cuerpo profesional de legisladores 
resulte contradictorio con permitir un cierto nivel de rotación 
en los cargos. Lo anterior se puede lograr haciendo que la ree­
lección sea sujeta a término.  

Ejemplos similares de presuposiciones valorativas y empíricas 
cuestionables se pueden encontrar en el debate público actual 
sobre la introducción de candidaturas independientes, meca­
nismos de democracia directa o la segunda vuelta en una elec­
ción presidencial. Por esta razón, es fundamental discutir los 
problemas que enfrentan los juicios valorativos y empíricos 
que subyacen a toda propuesta de reforma y cuáles son los cri­
terios que se deben seguir para someter esos juicios a un análi­
sis crítico.  
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El problema de los imperativos complejos 
de un régimen democrático

Un régimen democrático requiere tanto de un gobierno con 
capacidad de adoptar decisiones colectivas como de la repre­
sentación equitativa de las preferencias ciudadanas. Una demo­
cracia efectiva y de calidad demanda la existencia de partidos 
fuertes y de orientación nacional que a su vez permitan cierta 
participación de los votantes en la selección de candidatos a 
elección popular. En un régimen democrático es indispensable 
que los representantes tengan un margen de independencia 
para adoptar decisiones políticas sin privar a los ciudadanos de 
canales de participación y de control sobre dichas decisiones.  

En un extremo, sin embargo, es imposible que un diseño 
constitucional democrático pueda satisfacer en plenitud todos 
estos requerimientos. Cualquier intento de maximizar un prin­
cipio, implica afectar negativamente otro. De tal forma que es 
posible obtener un máximo de gobernabilidad sin limitar la 
representación, partidos extremadamente fuertes sin marginar 
a los ciudadanos de la vida interna de los partidos ni represen­
tantes con un alto grado de independencia sin al mismo tiem­
po disminuir el control de los gobernantes por los gobernados. 
Por esta razón, un diseño institucional óptimo en democracia 
sería aquel que logre un equilibrio entre principios contrapues­
tos (Shugart, 2001). 

Varios de los autores reunidos en este libro discuten este 
problema. Negretto argumenta que un sistema electoral nece­
sita alcanzar un equilibrio entre gobernabilidad y representa­
ción, no sólo porque ambos valores son necesarios en un régi­
men democrático, sino porque en última instancia resulta falso 
que se pueda lograr uno a costa del otro. La gobernabilidad 
supone que se adopten decisiones en forma oportuna y con un 
costo mínimo, pero también que éstas sean implementadas con 
el apoyo en la sociedad. Una representación democrática busca 
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dar cabida a la pluralidad de intereses que existen en la socie­
dad, al igual que agregar esos intereses de tal manera que se 
puedan generar coaliciones capaces de tomar decisiones colec­
tivas mínimamente coherentes. De esta manera, ni la goberna­
bilidad se logra con reglas que distorsionen la representación 
para forzar la creación de mayorías ni la representación se ase­
gura si la fragmentación que crea el sistema electoral hace exce­
sivamente costosa la adopción de decisiones colectivas o en úl­
tima instancia impide que éstas se adopten. 

María Amparo Casar observa que en un sistema presiden­
cial es preciso encontrar un balance entre la necesidad de impe­
dir la concentración de poder y la de permitir que un gobierno 
adopte decisiones efectivas. El sistema presidencial está diseña­
do para evitar la concentración de poder, lo cual se logra otor­
gando a cada rama de gobierno poder de veto sobre las decisio­
nes de las otras. Sin embargo, esto dificulta la gobernabilidad, 
sobre todo en contextos sociales y económicos donde se requie­
ren constantes cambios de legislación y decisiones de gobierno 
oportunas. Una solución es crear mecanismos de salida en ca­
sos de bloqueo, por ejemplo fortaleciendo ciertos poderes legis­
lativos del Presidente. Estos poderes, sin embargo, no deben 
suprimir el control del Congreso sobre la legislación.  

En su capítulo sobre el sistema de administración de justicia, 
Julio Ríos-Figueroa encuentra que si bien no existe un dilema 
central que resuma los problemas de diseño en esta área, el buen 
desempeño de la justicia, en cuanto a producir decisiones impar­
ciales y proteger los derechos ciudadanos, depende de que el sis­
tema tenga un grado óptimo de concentración y accesibilidad. 
Cierta desconcentración de poder dentro del sistema judicial es 
crucial para impedir la arbitrariedad de las decisiones que produ­
cen sus actores. Pero una multiplicación excesiva de actores in­
dependientes puede generar ineficiencias y conflictos interinsti­
tucionales. Por otra parte, es necesario que el sistema de justicia 
sea accesible a los ciudadanos pues esto conduce a una mejor 
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protección de sus derechos. Sin embargo, un acceso demasiado 
abierto y flexible podría llevar a una parálisis decisoria. 

Con respecto a los mecanismos de selección de candidatos, 
Allyson Benton argumenta que éstos determinan si un legisla­
dor sirve a los intereses de su base electoral o a los de los líderes 
de su partido. Sin embargo, la autora señala que la gobernabili­
dad democrática resulta afectada negativamente si el diseño 
institucional induce al legislador a operar exclusivamente en 
una u otra modalidad. Cuando los legisladores sólo sirven a sus 
bases electorales, la disciplina de partido se relaja y la colabora­
ción de sus miembros para la aprobación de políticas legislati­
vas se dificulta. En contraste, si los legisladores sólo sirven a sus 
líderes, los representantes del partido en el Congreso se coordi­
nan y cooperan para aprobar legislación pero pueden sancionar 
políticas contrarias a los intereses de los votantes. Esto, a su vez, 
aumenta la antipatía de los votantes con el sistema político y 
contribuye a la deslegitimación del sistema representativo.  

José Antonio Crespo argumenta que ante la crisis del siste­
ma representativo es posible pensar en la introducción de me­
canismos de democracia directa que complementen la práctica 
tradicional del voto en elecciones. Pero el diseño de estos meca­
nismos requiere lograr un equilibrio entre la necesidad de impo­
ner controles y filtros que eviten la ingobernabilidad y el estable­
cimiento de condiciones y requisitos que hagan su uso imposible, 
impidiendo así los efectos positivos que podrían tener en incre­
mentar la legitimidad del sistema de decisiones. 

El problema de evaluar el efecto de las instituciones  

Para lograr un balance entre valores democráticos diversos se 
precisa conocer también los efectos posibles de las instituciones 
desde el punto de vista empírico. Realizar esta evaluación im­
plica tomar en consideración varios factores que muchas veces 
se pasan por alto sin ser sometidos a una evaluación crítica.
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Cuando se trata de reformas innovadoras, sobre las que no 
existen precedentes en el país, el principal recurso para evaluar 
sus posibles efectos es recurrir a la teoría institucional y al aná­
lisis empírico comparado. En esta materia, la ciencia política 
comparada ha alcanzado significativos avances en las últimas 
tres décadas. Las teorías y modelos que explican los efectos de 
las instituciones han crecido en sofisticación analítica y concep­
tual desde los años ochenta. Esta teoría institucional, por su 
parte, se ha sometido a una intensa verificación empírica, fruto 
de la proliferación de bases de datos y del desarrollo de la meto­
dología estadística. 

Existen hoy día, por ejemplo, datos comparativos exhausti­
vos acerca de los efectos de los sistemas para elegir Presidente y 
Congreso sobre la competencia electoral y el sistema de parti­
dos. También se dispone de un amplio material para el análisis 
comparado de las consecuencias que se derivan de las distintas 
formas de organización interna de los partidos, de los instru­
mentos de legislación que posee el Ejecutivo o de ciertos aspec­
tos de la organización judicial. Asimismo, crece continuamente 
la información comparada sobre los efectos de ciertas institucio­
nes que eran menos frecuentes en el pasado, como son los me­
canismos de democracia directa. Todos los capítulos reunidos 
en este libro recurren de distinta manera al análisis comparado 
de instituciones para evaluar si una particular reforma produci­
ría o no ciertos efectos.

En ocasiones se busca invalidar el análisis comparado bajo 
el argumento de que las instituciones no siempre funcionan de 
igual manera en contextos históricos y políticos diversos. Esto 
generalmente es cierto. Sin embargo, si el análisis se realiza con 
una muestra de países lo suficientemente amplia y representa­
tiva, los efectos promedio de una misma institución en distin­
tos contextos nos proporcionan un dato muy relevante acerca 
de cuáles podrían ser los efectos de una cierta reforma en el 
país. 
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Por otra parte, el análisis comparado de instituciones puede 
y debe incorporar aspectos significativos del contexto en el cual 
éstas funcionan. Los resultados que observamos y que atribui­
mos a una institución en particular pueden en verdad estar 
condicionados a la presencia o no de otras instituciones o de 
ciertas condiciones económicas o sociales. No incluir los efec­
tos interactivos que producen estos factores conduciría a un 
error de diagnóstico. Por ejemplo, se suele asumir que los dipu­
tados elegidos en un distrito uninominal tienden a servir mejor 
los intereses de los electores del distrito que los diputados elegi­
dos en listas de partido, que sirven sólo a sus líderes. Sin embar­
go, como señala Allyson Benton en su capítulo, si los candida­
tos que se postulan en un distrito uninominal son nominados 
por las cúpulas de los partidos, no hay mayor diferencia entre 
éstos y los candidatos de lista. También se piensa que la reelec­
ción legislativa asegura la rendición de cuentas de los represen­
tantes sin tener en cuenta que esto depende del grado de in­
formación de los votantes, que a su vez se relaciona con su nivel 
de educación y de ingreso. Es por tanto difícil lograr ese efecto 
en contextos de alta pobreza y desigualdad.

Por supuesto, el análisis comparado no brinda en todos los 
casos una guía certera acerca de los efectos de las instituciones. 
Existen muchos casos de instituciones donde la evidencia es 
contradictoria o no concluyente, sobre todo cuando pasamos 
de analizar grandes contrastes entre instituciones a comparar 
matices en el diseño institucional. Por ejemplo, el análisis com­
parado muestra que un sistema electoral de mayoría relativa y 
uno de tipo proporcional se hallan asociados a efectos significa­
tivamente distintos en cuanto al número de partidos, tipos de 
gobiernos y formación de coaliciones. Sin embargo, la eviden­
cia es menos concluyente cuando comparamos diferencias en­
tre distintas fórmulas de representación proporcional o cuando 
las cruzamos con otras variables supuestamente relevantes, 
como la magnitud del distrito (Morgenstern y D’Elia, 2007). 
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Bajo ciertas condiciones, el análisis histórico puede ser una 
alternativa al análisis comparado para la evaluación de los efec­
tos de las instituciones. Un estudio histórico se puede realizar 
cuando una institución que hoy se propone adoptar existió en 
el país con anterioridad. Actualmente, por ejemplo, se han he­
cho propuestas para eliminar la representación proporcional en 
el Congreso y volver a un sistema de mayoría relativa como 
existía en el país antes de 1977. También se busca reintroducir 
la reelección consecutiva de legisladores, que existió en México 
antes de la reforma de 1933. De esta manera, se podría estudiar 
el impacto de la regla de mayoría relativa y de la reelección con­
secutiva de legisladores mientras estuvieron vigentes. El proble­
ma de estos estudios, claro está, es que los datos de periodos 
históricos anteriores pueden no estar disponibles y que aun 
cuando lo estén, el contexto de aplicación puede ser muy dis­
tinto en ambos momentos. Es claro que el México de 2010 es 
muy diferente al de 1970 o 1930, no sólo respecto al sistema 
electoral.

Otra alternativa al estudio comparado es la realización de 
simulaciones estadísticas para predecir el efecto posible de una 
reforma. Ésta es una metodología interesante de análisis, pues 
toma datos reales de los efectos de ciertas reglas para determinar 
como variarían los resultados si esas reglas cambiaran. La cues­
tión es que esta metodología sólo es viable para evaluar institu­
ciones que tienen efectos mecánicos, como es la traducción de 
votos en asientos que realiza el sistema electoral. Este procedi­
miento es utilizado en el capítulo de Aparicio y Márquez para 
analizar los posibles efectos de distintas reformas a la elección 
de diputados en México. 

Cuando los datos comparativos o históricos no se encuen­
tran disponibles, o estando disponibles no brindan evidencia 
confiable, siempre es posible recurrir a la teoría existente para 
predecir efectos. Por supuesto, en ausencia de suficiente verifi­
cación empírica, la teoría brinda una mera hipótesis acerca de 
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los efectos esperados de una institución. Sin embargo, es mejor 
utilizar una hipótesis teóricamente fundada que hacer una esti­
mación subjetiva acerca de los efectos positivos o negativos de 
una reforma.  

El punto central de este análisis no es que exista una meto­
dología “científica” infalible para evaluar los efectos posibles de 
una reforma institucional, pero sí la posibilidad de realizar un 
análisis empírica y teóricamente sólido y disciplinado de estos 
efectos. La forma de hacerlo es complementar el análisis com­
parativo e histórico disponible con el desarrollo actual de las 
teorías institucionales. Éste es el objetivo y la contribución 
principal de este libro.

Los temas de la reforma y la organización del libro

Hacia fines de 2009 el Ejecutivo federal presentó una propuesta 
de reforma política integral que en los primeros meses de 2010 
fue seguida por las propuestas de los principales partidos de 
oposición, el Partido de la Revolución Democrática y el Partido 
Revolucionario Institucional. En conjunto, las iniciativas abar­
can diversos temas, como reformas al sistema de elección de 
Presidente y legisladores, composición y dimensión de las cá­
maras, sistemas de listas, distribución de poderes de gobierno y 
legislativos entre Presidente y Congreso, poderes y jurisdicción 
de la Corte Suprema, organización y estructura del Ministerio 
Público y mecanismos de democracia directa. La siguiente tabla 
enumera algunos rasgos centrales de las reformas propuestas.

Los distintos capítulos de este libro han intentado cubrir los 
principales puntos de reforma que se han planteado en relación 
con el funcionamiento del sistema político. Si bien el objetivo 
principal de cada capítulo es discutir las reformas explícitamen­
te planteadas, varios incluyen en la discusión reformas que no 
han sido propuestas pero que son potencialmente relevantes en 
la dimensión de diseño que se analiza. Éste ha sido particular­
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tabla 1. Reforma política: principales iniciativas 
del Poder Ejecutivo y partidos políticos

Tema Poder Ejecutivo 
(15-12-09)

prd, pt y 
Convergencia
(18-02-10)

pria

(23-02-10 
y 25-03-10)

Composición/
Elección 
Cámara de 
Diputados

Sistema mixto con 
400 diputados
(240  mr y 
160 rp)

Representación 
proporcional con 
500 diputados

Sistema mixto con 
400 diputados (300           
mr y 100 rp)/Eliminación  
del tope de 
sobrerrepresentación

Composición/
Elección 
Cámara de 
Senadores

Reducción a 96 
senadores, electos
en 32 circunscrip-
ciones estatales con
listas abiertas

128 senadores de rp, 
96 en 32 circuns
cripciones estatales 
y 32 en una circuns
cripción nacional

Reducción a 96 
senadores,
64 de mayoría y 32 
primera minoría

Reelección 
Legisladores

Diputados: 4 periodos 
de 3 años = 12
Senadores: 2 periodos 
de 6 años = 12

x

Diputados: 3 periodos 
de 3 años = 9
Senadores: 2 periodos 
de 6 años = 12 

Reelección 
presidentes 
municipales 

4 periodos de 3 
años = 12

x x

Elección de 
Presidente

Mayoría absoluta,
elecciones legislativas 
concurrentes con la 
posible segunda vuelta

x x

Candidaturas 
independientes 

A todos los cargos 
electivos.  Aval de 1% 
del padrón de la 
demarcación 
correspondiente

Presidente, diputados 
y senadores.  Aval de 
1% de la lista nominal 
de electores

x

Umbrales 4% x x

Iniciativa 
Ciudadana

A solicitud de 0.1% 
del padrón electoral 
nacional

A solicitud de 0.1% 
de lista nominal de 
electores y con 
carácter de preferente

x
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Tema Poder Ejecutivo 
(15-12-09)

prd, pt y 
Convergencia
(18-02-10)

pria

(23-02-10 
y 25-03-10)

Iniciativa 
a la Suprema 
Corte 

Limitada a materias de 
competencia del Poder 
Judicial

x x

Iniciativa 
preferente

Al Ejecutivo, con
afirmativa ficta en 
caso de no 
pronunciamiento del 
Congreso al término 
del periodo y con 
referéndum en caso 
de que sean reformas 
constitucionales

Al Ejecutivo, grupos 
parlamentarios y 
ciudadanos

x

Veto y 
reconducción 
presupuestal

El Presidente puede 
observar la Ley de 
Ingresos y el pef; el veto 
se supera por 2/3 de 
legisladores; en caso de 
no alcanzar los 2/3 se 
publica la parte no 
observada; en caso 
de no aprobación 
sigue vigente  el del 
año anterior; si el último 
día de febrero no ha 
sido votado un nuevo 
presupuesto el anterior 
quedará vigente para 
el resto del año

El Presidente puede 
observar el pef; el 
veto se supera por 
mayoría relativa; 
eliminación del veto 
de bolsillo; en caso 
de no aprobación 
sigue vigente el del       
año anterior hasta la 
aprobación del nuevo

En caso de que la Ley  
de Ingresos y el pef no 
sean aprobados en el 
plazo previsto seguirán 
vigentes los del año 
anterior hasta la 
aprobación del nuevo

Veto parcial El Ejecutivo podrá 
promulgar la parte no 
vetada de una iniciativa 
de ley cuando el 
Congreso no alcance a 
superar el veto parcial   

x x 

tabla 1. Reforma política: principales iniciativas 
del Poder Ejecutivo y partidos políticos (continuación)
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Otras iniciativas

prd pri

Ratificación 
de gabinete

Cámara de Diputados: todos los 
secretarios con excepción de sre, 
sedena, Marina y pgr.
Senado: sre, sedena y Marina + 
titulares de las entidades 
paraestatales que señalen las leyes 

Senado: todos los secretarios con 
excepción de sedena y Marina
+ pemex, cfe, cna, cisen, cre, cofetel, 
cofeco, Comisión Nacional de 
Hidrocarburos

Remoción 
de gabinete

x Moción de censura a petición de 1/3 
de los miembros de alguna de las 
cámaras en contra de secretarios 
de Estado y titulares de órganos de 
la administración pública. Se requie
re 2/3 de los votos para remoción 

Informe 
presidencial

x Informe presidencial por escrito 
pudiendo emitir un mensaje; cada 
grupo parlamentario con derecho 
a expresar su opinión 

Tema Poder Ejecutivo 
(15-12-09)

prd, pt y 
Convergencia
(18-02-10)

pria

(23-02-10 
y 25-03-10)

Mecanismos 
de democracia 
directa

Referéndum para 
iniciativas preferentes 
de carácter 
constitucional   

Referéndum 
derogatorio de 
reformas 
constitucionales y 
leyes. 
Plebiscito para 
políticas y obras 
públicas; vinculatorio 
con 50% + 1 de 
participación y 
mayoría de votos.
Revocación de 
mandato para Ejecutivo 
federal, estatal y 
municipal (incluido D.F.) 

Consulta popular a 
solicitud del Presidente, 
de 2% de los ciudadanos 
inscritos en el padrón o 
de 2/3 de los 
integrantes de ambas 
cámaras; se excluyen 
las materias electoral y 
fiscal; vinculatorio con 
50% de participación 
del padrón y mayoría 
simple

tabla 1. Reforma política: principales iniciativas 
del Poder Ejecutivo y partidos políticos (continuación)

Introducción
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Otras iniciativas

prd pri

Sustitución del 
Presidente

x Sustitución del Presidente en caso 
de falta absoluta por el Secretario 
de Gobernación mientras el 
Congreso llega a una decisión

Juicio político Denuncia presentada ante Cáma-
ra de Diputados, suscrita por ¼ 
parte de integrantes de cualquier 
Cámara; denuncia se turna a la 
Sección Instructora; acordada 
acusación en Cámara de Dipu
tados se turna a Senado; decisión 
por mayoría absoluta de sus 
integrantes presentes. Desaparece 
declaración de procedencia

Se sustituye el juicio político por 
moción de censura para los 
Secretarios de Estado + pemex, cfe, 
cna, cisen, cre, cofetel, cofeco, 
Comisión Nacional de 
Hidrocarburos 

Procuraduría 
General de la 
República   

Titular y Consejo Consultivo 
(10 integrantes) nombrados 
por 2/3 de Senado a propuesta 
de terna de la comisión 
correspondiente; 5 años y 
una reelección 

pgr y Ministerio Público plena 
autonomía para poder decidir 
sobre su organización interna,
su funcionamiento y gestión, 
disciplina, nombramientos y 
carrera ministerial; Procurador 
nombrado por 2/3 de Senado, 
sin injerencia del Ejecutivo 

Auditoría 
Superior de la 
Federación   

Dirigido por un Consejo de 5 
miembros elegidos por 2/3 de 
Cámara de Diputados; periodo 
de 8 años y con una reelección; 
independencia técnica; investigar 
y perseguir los delitos que 
afecten a la Hacienda Pública

Se eliminan los principios de 
posterioridad y anualidad de la asf

Comisión 
Nacional de 
Derechos 
Humanos  

Homologar los derechos 
humanos reconocidos por los 
tratados internacionales

Se transfiere a la cndh la facultad 
de investigación en caso de 
violación grave de las garantías 
individuales, con las que 
actualmente cuenta la scjn 

tabla 1. Reforma política: principales iniciativas 
del Poder Ejecutivo y partidos políticos (continuación)
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mente el caso de las reformas al Poder Judicial y a los sistemas 
de selección de candidatos de partido, en donde es menor el 
número de reformas propuestas. 

El primer apartado del libro analiza las reformas dirigidas al 
sistema electoral e incluye los capítulos de Gabriel Negretto, y 
de Francisco Javier Aparicio y Javier Márquez. Negretto discute 
los efectos independientes e interactivos que tienen las eleccio­
nes de Presidente y de legisladores, y los ciclos electorales en un 

Otras iniciativas

prd pri

Instituto Nacional 
de Identidad

x Se crea el Instituto Nacional de 
Identidad; crear el Registro 
Nacional de Población y expedir 
una identificación oficial para el 
conjunto de habitantes del país

Veto de bolsillo El Congreso podrá promulgar las 
iniciativas aprobadas en caso de 
que el Ejecutivo no lo haga

x

Plan Nacional de 
Desarrollo

Facultad a la Cámara de Diputados 
para discutir, modificar y aprobar el 
pnd

x

Tratados 
Internacionales y 
Convenciones 
Diplomáticas

Facultad a la Cámara de Diputados 
para aprobar tratados y compartir 
con Senado aprobación de 
convenciones diplomáticas 

x

Consejo 
Económico y 
Social 

Como instancia de participación 
de organizaciones sociales en el 
sistema nacional de planeación 
democrática

x

Fuente: Adaptada de Casar (2010). Nota: a Se consideran como propuestas pri las presentadas tanto 
en la Cámara de Senadores como de Diputados.

tabla 1. Reforma política: principales iniciativas 
del Poder Ejecutivo y partidos políticos (continuación)

Introducción
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sistema presidencial. A la luz de este análisis, Negretto evalúa 
las propuestas de reforma electoral en México y la capacidad de 
éstas para alcanzar un equilibrio razonable entre la necesidad  
de generar gobiernos con suficiente apoyo legislativo en el Con­
greso y la de dar representación adecuada a las preferencias de los 
votantes. El capítulo de Aparicio y Márquez adopta la metodo­
logía estadística de simulaciones para evaluar el impacto posible 
de algunas reformas electorales, como la de reducir el tamaño del 
Congreso, cambiar la demarcación de los distritos electorales y 
elevar los umbrales de representación. Este análisis demuestra 
qué tan sensible es la proporcionalidad del sistema electoral 
ante ajustes o cambios en estos componentes del sistema. 

En la segunda parte se analiza el sistema de distribución de 
poderes, tanto en la dimensión ejecutivo-legislativo como en lo 
relativo al poder judicial. El capítulo de María Amparo Casar 
aborda las relaciones ejecutivo-legislativo en las propuestas de 
reforma. Este capítulo señala cuáles son las alternativas para 
modificar la relación entre poderes y se concentra en el análisis 
de instrumentos tales como el veto parcial, la iniciativa prefe­
rente y las propuestas de fortalecer el control del gabinete por el 
Congreso. El capítulo de Julio Ríos-Figueroa analiza las refor­
mas al Poder Judicial y a la organización del Ministerio Público. 
En particular, Ríos evalúa el diseño del sistema de justicia desde 
el punto de vista de la separación de poderes y del acceso a la 
justicia, indicando los aspectos críticos de las propuestas de re­
forma en estas dos dimensiones. 

El tercer apartado cubre la discusión de reformas relaciona­
das con la selección de candidatos a puestos de elección popu­
lar y mecanismos de participación ciudadana. El capítulo de 
Allyson Benton aborda la selección de candidatos tanto al inte­
rior de los partidos como en el momento de la elección. Benton 
señala las consecuencias inesperadas que tendrían las reformas 
que pretenden mejorar la rendición de cuentas de los represen­
tantes al dejar inalterada la forma en que se eligen actualmente 
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los candidatos al interior de los partidos. El capítulo de José 
Antonio Crespo analiza los mecanismos de democracia directa 
y las candidaturas ciudadanas, dos de los temas centrales de las 
propuestas que buscan superar la crisis de representación actual 
en México. Crespo considera que estas instituciones tienen el 
potencial de complementar y mejorar la democracia represen­
tativa en México pero advierte de ciertos peligros que deben 
evitarse en su regulación. 

El libro concluye con un cuarto y último apartado dedicado 
a una evaluación alternativa de la reforma política, con un capí­
tulo a cargo de Claudio López-Guerra. El enfoque predomi­
nante de los distintos capítulos del libro es de tipo instrumen­
tal, en el sentido de que se evalúan las propuestas de reforma en 
función de su capacidad de alcanzar o no determinados fines. 
López-Guerra, sin embargo, llama la atención sobre la existen­
cia de una perspectiva no-instrumental, que a menudo se omi­
te, para evaluar reformas. Desde esta perspectiva, por ejemplo, 
el aspecto más importante de introducir la reelección consecu­
tiva de legisladores en México no es profesionalizar la carrera 
legislativa o mejorar la rendición de cuentas, sino permitir al 
votante ejercer en plenitud su libertad de elección.

Resulta relevante señalar que este libro fue escrito antes de 
que los partidos negociaran formalmente una reforma. De este 
proceso podrían implementarse varias, pocas o incluso ningu­
na de las reformas propuestas. Fruto de las áreas de disenso y 
consenso entre los partidos, existe también la posibilidad de 
que algunas propuestas cambien de contenido o se ofrezcan 
nuevas alternativas. 

La principal contribución de este libro, sin embargo, es pro­
veer de herramientas teóricas y empíricas para el análisis crítico 
del cambio institucional en México. Esta contribución es inde­
pendiente del tipo de reformas que finalmente se adopten. Por 
otra parte, como ya ha ocurrido en otras etapas, el cambio insti­
tucional nunca es definitivo. Los temas que se abren en un mo­
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mento difícilmente se cierran y concluyen para siempre. En 
este sentido, esperamos que el debate que promueve este libro 
sirva de referencia no sólo para entender la posible implemen­
tación de reformas en el corto plazo sino también para el deba­
te futuro sobre las mismas.       
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